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León, Guanajuato, a 4 cuatro de junio del año 2015 dos mil quince. . . . . . 

V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 356/2013-JN, promovido por los ciudadanos *****, quienes se ostentan como apoderados del ciudadano *****, y: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes al en que se ostentaron los actores sabedores del acto impugnado; lo que fue el día 30 treinta de abril del año 2013 dos mil trece, sin que de las constancias del expediente se demuestre lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada, consistente en la emitida en fecha 24 veinticuatro de abril del año 2013 dos mil trece, dictada dentro del procedimiento administrativo de inspección número 125/2013; mediante la que se impuso la sanción de multa por la cantidad de $6,138.00 (Seis mil ciento treinta y ocho pesos 00/100 Moneda Nacional); por tener una tortillería en funcionamiento en el domicilio ubicado en Avenida Pradera número 313 trescientos trece, de la Colonia Parque Manzanares de esta ciudad, sin contar con la licencia de uso de suelo; se encuentra documentada en autos, con la copia fotostática de la resolución, (visible en el expediente a fojas 10 diez a la 16 dieciséis); misma que ofrecida por la parte actora, le fue admitida como prueba de su intención; a la que con sustento en los artículos 78, 117, 119, 121 y 131 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le otorga pleno valor probatorio, ya que constituye un documento público al haber sido expedido por la autoridad demandada en el ejercicio de sus funciones, dentro de un procedimiento administrativo; quien, además, reconoció expresamente -al contestar la demanda-, haber emitido la resolución controvertida, por la que impuso una multa al ciudadano *****. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Por ser de Orden Público y por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurren los ciudadanos *****, en la presente causa administrativa. . . . . . . . . 

En el este proceso, los ciudadanos *****, comparecen con el carácter de apoderados generales para pleitos y cobranzas del ciudadano *****, lo que acreditan con la documental consistente en el Primer Testimonio de la Escritura Pública número 15,722 quince mil setecientos veintidós, expedida el día 17 diecisiete de abril del año 2013 dos mil trece, por el Licenciado José Antonio García Retana, titular de la Notaría Pública número 28 veintiocho en legal ejercicio en este Municipio de León, Guanajuato; en la cual se hizo constar que el ciudadano *****, otorgó un Poder General para pleitos y cobranzas y actos de administración, a los ciudadanos Licenciados Jonathan Javier Guerrero Moreno y/o Juan Carlos García Delgado, con todas las facultades generales y especiales que requieran cláusula especial conforme a la ley; según se refiere en la Cláusula Segunda del señalado instrumento. . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Primer testimonio que presentado en original, firmado por el propio Licenciado José Antonio García Retana, Notario Público número 28 veintiocho en esta ciudad de León, Guanajuato; y que es visible en autos a foja 9 nueve); constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, aunado a que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar que los ciudadanos *****, tienen el carácter de Apoderados Generales para pleitos y cobranzas del ciudadano ***** y por ende, están facultados para promover e intervenir en este proceso. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato; ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .
En la especie, en esta causa administrativa, la autoridad demandada no hizo valer ninguna causal de improcedencia o sobreseimiento; en tanto que de oficio, este juzgador no advierte que en el caso concreto, se actualice alguna que impida el estudio de fondo del asunto; de ahí que resulte procedente este proceso en contra de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por los actores, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo expuesto por los impetrantes en su escrito inicial de demanda, así como de las constancias que integran esta causa administrativa, se desprende lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
1.- Que el ciudadano *****, es arrendatario del local utilizado como tortillería, que se ubica en Avenida Pradera número 313 trescientos trece del Fraccionamiento Parque Manzanares de esta ciudad. . . . . . .
2.- Que respecto del local antes mencionado, en fecha 12 doce de abril del año 2013 dos mil trece, se presentó una persona de la Dirección General de Verificación Normativa de este municipio, a efecto de requerir la exhibición de la licencia de uso de suelo para el giro señalado; indicándole que no la podía 
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exhibir en ese acto, y se le citó a una audiencia señalada para el 18 dieciocho  de ese mismo mes, a las 8:30 a.m. ocho horas con treinta minutos, en las oficinas de la Dirección.  Acudiendo a la audiencia en cuestión, señalando que estaba en trámite de obtención de la licencia de uso de suelo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
3.- Que finalmente, el día 24 veinticuatro de abril del 2013 dos mil trece, el Director General de Verificación Normativa, dentro del expediente número 125/2013, emitió la resolución definitiva, por la cual impuso una sanción al poderdante de los actores, consistente en multa por 100 cien días de salario mínimo diario vigente en la entidad, que asciende a la cantidad de $6,138.00 (Seis mil ciento treinta y ocho pesos 00/100 Moneda Nacional); por no contar con licencia de uso de suelo, respecto del inmueble ubicado en Avenida Pradera 313 trescientos trece, del Fraccionamiento Parque Manzanares de esta ciudad. . 
Así las cosas, los apoderados del justiciable consideran ilegal, la resolución impugnada, toda vez que no se motivó adecuadamente la individualización de la sanción, en cuanto a la condición socio-económica del promovente; y a que en caso de no corregir las irregularidades que motivaron la imposición de la sanción, se le impondría una nueva multa y la clausura definitiva del local, lo que afectaría gravemente en su perjuicio el artículo 5° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A lo antedicho por los impetrantes del proceso, la autoridad demandada solo se concretó a sostener la legalidad de su actuación, y a que la resolución que se emitió se encuentra debidamente fundada y motivada. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la “litis” planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha 24 veinticuatro de abril del año 2013 dos mil trece, por la que se impuso una sanción de multa de 100 cien días de salario mínimo diario vigente en la entidad, que asciende a la cantidad de $6,138.00 (Seis mil ciento treinta y ocho pesos 00/100 Moneda Nacional), por no contar con licencia de uso de suelo, respecto del inmueble ubicado en Avenida Pradera 313 trescientos trece, del Fraccionamiento Parque Manzanares de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede a analizar los conceptos de impugnación planteados por los apoderados del ciudadano *****, sin necesidad de transcribirlos en su totalidad; sirviendo para ello el criterio sostenido por un Tribunal Colegiado del Poder Judicial de la Federación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues, en el Primer concepto de impugnación hecho valer, los impetrantes refirieron a grandes rasgos que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 

“Causa agravio la Resolución que se impugna, precisamente en su considerando QUINTO toda vez que la autoridad Responsable determina la imposición de una multa excesiva… por la cantidad de $6,138.00 (SEIS MIL CIENTO TREINTA Y OCHO PESOS 00/100 M.N.)…argumentando que la CONDICION SOCIO-ECONOMICA del infractor se estima solvente en virtud de que se ostenta como PROPIETARIO de la tortillería… AMPLIANDO CON TAL ACTIVIDAD SU CAPITAL…” Considerándole indebidamente fundada y motivada. .  
A lo que la autoridad demandada, únicamente adujo que no eran de atenderse ninguno de los agravios, que la resolución está debidamente fundada y motivada y que el actor no cuenta con la licencia de uso de suelo. . . . . . . . . . . .

Una vez revisada la resolución impugnada, para quien resuelve resulta fundado ese concepto de impugnación; toda vez que en efecto, la individualización de la sanción de la que se duele, contenida en el Considerando Quinto de la resolución impugnada, en cuanto a la condición socio-económica del infractor es ilegal, ya que no hizo en realidad un análisis de la condición socio-económica del infractor; sino que el titular de la Dirección General de Verificación Normativa, para imponer la multa equivalente a 100 cien días de salario mínimo diario vigente en el Estado, únicamente tomó en cuenta que el poderdante de los actores, se ostenta como propietario de la tortillería y que por eso es solvente, y que con ello está “ampliando su capital”. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, el análisis de la situación socio económica del infractor no puede basarse únicamente en si es el propietario del establecimiento y en suponer que ha ampliado su capital, sino que de los propios datos obtenidos dentro del procedimiento administrativo de que se trate, en relación a los ingresos percibidos por el gobernado; de ahí que para este resolutor, el haber determinado la condición socio-económica del infractor en lo contenido en la resolución impugnada es insuficiente para considerarlo como debidamente motivado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En tanto en el segundo concepto de impugnación, expresaron los demandantes que le causa agravio a su representado que se le imponga un apercibimiento, pues ello traería como consecuencia que fuera considerado 
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como reincidente, que se le impusiera otra multa, y la clausura definitiva, lo que afectaría gravemente el artículo 5° de la Constitución Federal de la República. . . 

Aseveración, que como concepto de impugnación es inoperante; toda vez que el apercibimiento del que se duele la parte actora en dicho concepto, es únicamente hipotético; por lo que aún no se le ha impuesto dicha medida o sanción, de ahí que se trate de una afectación a futuro, y de realización incierta, y que por ende no le ha causado todavía ningún agravio; por lo que es inoperante en el asunto que nos ocupa, pues tratándose de actos futuros e inciertos, es improcedente el proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar fundado únicamente el primer concepto de impugnación hecho valer, relativo a la insuficiente motivación en cuanto a la individualización de la sanción, por ser ésta, lacónica e insuficiente respecto del análisis de la situación socio-económica del infractor, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 300, fracción III, y 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad de la resolución de fecha 24 veinticuatro de abril del año 2013 dos mil trece, por la que se impuso una sanción de multa de 100 cien días de salario mínimo diario vigente en la entidad, que asciende a la cantidad de $6,138.00 (Seis mil ciento treinta y ocho pesos 00/100 Moneda Nacional), por no contar con licencia de uso de suelo para tortillería, respecto del inmueble ubicado en Avenida Pradera 313 trescientos trece, del Fraccionamiento Parque Manzanares de esta ciudad; para el determinado el efecto de que el Director General de Verificación Normativa, la deje insubsistente y, en el término de quince días, con plenitud de competencia, dicte una nueva en la que gradúe la sanción, atendiendo todos y cada uno de los aspectos concernientes para la imposición de sanciones que se contienen en el artículo 215 fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato¸ al cual remite el artículo 560 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para este Municipio. . . . . . . . . . . . . . 
Sirven de apoyo a lo anterior, los criterios de nuestro máximo Tribunal en el País y del Tribunal Colegiado de Circuito que se menciona, en las siguientes jurisprudencias: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido”. Novena Época. Registro: 195590. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta VIII, Septiembre de 1998. Materia(s): Común. Tesis: 2a./J. 67/98. Página:   358. . . . . . . . . . . . . . . 

"INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos. No. Registro: 191,245. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XII, Septiembre de 2000; Tesis: 2a./J. 79/2000: Página: 95; Tesis de jurisprudencia 79/2000. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dieciocho de agosto del año dos mil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“MULTAS. INDIVIDUALIZACIÓN DE SU MONTO. Basta que el precepto legal en que se establezca una multa señale un mínimo y un máximo de la sanción, para que dentro de esos parámetros el aplicador la gradúe atendiendo a la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia o cualquier otro elemento del que puede inferirse la levedad o la gravedad del hecho infractor, sin que sea necesario que en el texto mismo de la ley se aluda a tales lineamientos, pues precisamente al concederse ese margen de acción, el legislador está permitiendo el uso del arbitrio individualizador, que para no ser arbitrario debe regirse por factores que permitan graduar el monto de la multa, y que serán los que rodean tanto al infractor como al hecho sancionable.” No. Registro: 186,216. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XVI, Agosto de 2002; Tesis: VI.3o.A. J/20; Página: 1172. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 39/2002. José Erasto Francisco Coatl Zonotl. 28 de febrero de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Antonio Pescador Cano. Secretario: José Guerrero Durán. Amparo directo 110/2002. Raciel, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Carlos Márquez Muñoz. Amparo directo 127/2002. Instituto de Estudios Superiores en Arquitectura y Diseño, A.C. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Antonio Pescador Cano. Secretario: Juan Carlos Ríos  López. Amparo directo 128/2002. Gabriel Hernández Medel. 6 de junio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretaria: Blanca Elia Feria Ruiz. Amparo directo 169/2002. Maquiladora Cat, S.A. de C.V. 4 de julio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Carlos Márquez Muñoz. 
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Asimismo, en cuanto a la indebida motivación de la resolución impugnada, se hace propio el criterio que sostiene la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 119 ciento diecinueve, de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido Tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.- PROCEDE DECRETAR LA NULIDAD LISA Y LLANA.- La ausencia de fundamentación y motivación deriva en el decretamiento de una nulidad para el efecto de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado. Por su parte la indebida satisfacción de estos extremos, conduce a decretar una nulidad lisa y llana, ya que aquí el particular no requiere conocer los fundamentos y motivos de la afectación, sino que es sabedor de que los aplicados en el acto en concreto no son los adecuados.” (Exp. 4.509/02. Sentencia de fecha 09 nueve de mayo de 2003. Actor: Martha Isabel Espriu Manrique). . . . . .
De igual forma, el criterio que sustenta el Tribunal del Poder Judicial Federal que se menciona, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.” No. Registro: 216,534. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 64, Abril de 1993. Tesis: VI. 2o. J/248. Página: 43. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracciones III; y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido en contra de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad de la resolución de fecha 24 veinticuatro de abril del año 2013 dos mil trece, por la que se impuso una sanción de multa de 100 cien días de salario mínimo diario vigente en ese momento en la entidad, que asciende a la cantidad de $6,138.00 (Seis mil ciento treinta y ocho pesos 00/100 Moneda Nacional), por no contar con licencia de uso de suelo, respecto del inmueble ubicado en Avenida Pradera 313 trescientos trece, del Fraccionamiento Parque Manzanares de esta ciudad; para el determinado el efecto de que el Director General de Verificación Normativa, la deje insubsistente y en plenitud de competencia, dicte una nueva en la que gradúe la sanción, atendiendo todos y cada uno de los aspectos concernientes que, para la imposición de sanciones, se contienen en el artículo 215 fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . 
Lo que se deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado a este resolutivo, acompañando las constancias relativas que así lo acrediten. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . .

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

